Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 43 minutos) 


En primer lugar, vamos a repartir un material que fue solicitado por el señor Senador 
Sanguinetti, en el que figuran los nombres de las distintas Salas del Palacio Legislativo. 


En segundo término, informo que no tenemos asuntos entrados, por lo que comenzamos a 
considerar, entonces, el primer punto del orden del día: “Corte Penal Internacional (Estatuto de Roma) 
Carpeta N* 380/2005”. 


SEÑORA PERCOVICH.- Ya que recibimos a algunos visitantes que dieron su opinión e hicieron 
observaciones sobre ciertos artículos, y que, además, existe un informe escrito del doctor Arbuet, quien 
también formula consideraciones y alude a determinadas disposiciones, nos parece que sería 
interesante realizar alguna referencia a los artículos originales y a los comentarios o sugerencias que 
efectuaron quienes han venido, a fin de que la Comisión pueda analizar el articulado sobre esa base y 
tomar posición al respecto. Me parece que son elementos de discusión interesantes. Ello, a nuestro 
juicio, ameritaría un trabajo de selección del material correspondiente por parte de la Secretaría, 
porque no todos los artículos han sido observados. Creo que sería bueno discutir específicamente 
estas modificaciones -más allá de las opiniones que, en general, podamos tener sobre el proyecto- que 
tienen que ver con algunas cuestiones de encare general de la propia iniciativa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En tal sentido solicitaríamos, entonces, a la Secretaría, que elaborara una 
suerte de cuadro comparativo de los artículos referidos, con las opiniones de todos los que dieron su 
punto de vista. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Quedó pendiente, igualmente, la referencia crítica al artículo 2? que, aunque 
no se profundizó, se estableció claramente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, la Mesa encomienda a la Secretaría que elabore un material de 
trabajo con esas características y que, cuando esté pronto, se reparta entre los miembros de la 
Comisión. Además, incluiríamos el tema nuevamente como primer punto del orden del día de la 
próxima sesión, sin perjuicio de que, eventualmente, tomemos contacto otra vez con la Suprema Corte 
de Justicia, cuyos miembros, con seguridad, tendrán que venir en algún momento con el tema más 
preparado, apenas les demos el debido conocimiento de la opinión que necesitamos. 


SEÑOR AGUIRRE.- En el breve lapso que tuve para informarme sobre este proyecto de ley desde que 
se me hicieran llegar los materiales, luego de leerlo -por lo menos, en una primera aproximación al 
tema- me pareció una iniciativa de gran complejidad. Luego, tuve tiempo para leer el dictamen 
relativamente corto del doctor profesor Arbuet Vignali, y me pareció muy acertado su enfoque relativo a 
la complejidad del tema desde el punto de vista jurídico, en cuanto a que requiere un estudio 
interdisciplinario. Es decir, imagino que el profesor Arbuet está pensando no sólo en lo que ha sido su 
especialidad, el Derecho Internacional Público, sino también en el Derecho Penal, así como también en 
el Derecho Constitucional, al plantearse problemas de la aplicación en el Derecho interno por el artículo 
29, tanto de normas del Tratado que creó la Corte Internacional de Roma -conocido como Estatuto de 
Roma- como de principios generales del Derecho Internacional. 


Sabido es que ha sido objeto de una muy larga discusión, entre los internacionalistas y los 
constitucionalistas, el problema de la eficacia y la jerarquía de los Tratados cuando se les va a aplicar 
en el Derecho interno. Este enfoque lo considero errado, porque creo que no se trata de un problema 
de jerarquía, dado que los Tratados son normas de Derecho Internacional. El problema es que la 
Constitución de los distintos países asigna competencias para celebrarlos y, por lo tanto, eso obliga al 
Estado a aplicarlos. 


Debido a todas estas complejidades, me parece que debería pedirse un informe de parte de 
los Institutos especializados de la Facultad de Derecho. Precisamente, En cuanto al Derecho Penal y al 
Código Penal, para este tipo de delitos que son de inmensa gravedad, hay una alteración de principios 


tradicionales y básicos. No quiere decir que no se puedan realizar esas modificaciones y darles recibo 
en nuestro ordenamiento positivo, pero dada la entidad de esos cambios, creo que es de orden que se 
pida un dictamen al Instituto de Derecho Penal y al de Derecho Público -aunque no sé si se denomina 
así- de la Facultad. 


Evidentemente, esto tiene una complejidad muy grande y aunque considero que está bien que 
se legisle en la materia, me parece que se tiene que aprobar después de un profundo estudio y de 
recibir el asesoramiento de los juristas especializados en esta materia que, por cierto, los hay en 
nuestro país. 


Es lo que quería expresar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa considera criterioso consultar la opinión de la Facultad de Derecho y 
del Instituto de Derecho Penal. 


SEÑOR KORZENIAK.- Como saben los señores Senadores estoy, no digo frustrado, pero sí 
convencido de que los pedidos a los Institutos demoran cuatro, cinco o seis meses. Entonces, tratando 
de encontrar una conciliación, creo conveniente que se elija a dos personas de cada uno de los 
Institutos para que trabajen en el tema, lo cual me parece que sería más práctico. Conozco el 
funcionamiento del Instituto de Derecho Constitucional -que se sigue llamando de esta manera- y es 
algo muy difícil ya que las tareas administrativas han agotado el trabajo, las horas y la paciencia de 
cada órgano. Por lo tanto, la propuesta sería que se elijan dos personas para esta labor. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tenemos la dificultad de que, lamentablemente, no está vigente el convenio 
con la Facultad, que es donde siempre estábamos solicitando información; pero, de todas maneras, la 
Presidencia se encargaría de hacer los pedidos correspondientes. Recabaremos la opinión de los 
miembros de la Comisión y en función de ello decidiremos a quién hacemos las consultas. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Ambos ámbitos son importantes, pero los penalistas son los que tienen que 
realizar la letra fina de las tipificaciones. 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


